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- Establecer los mecanismos de gestión del centro, de co-
mún acuerdo con la Secretaría de Estado de Seguridad.

La Secretaría de Estado de Seguridad prestará el apoyo 
técnico necesario, a través del CNPIC, para la definición de las 
funciones y responsabilidades del centro.

Tercera. Convenios de desarrollo.
Los términos concretos en los que habrán de cumplirse 

los compromisos asumidos en virtud del presente Protocolo, 
así como la colaboración en los ámbitos de actuación del fu-
turo CTPIC definidos en la estipulación primera del mismo, se 
concretarán mediante la suscripción de convenios de desarro-
llo, en los que se determinarán las obligaciones y derechos de 
cada una de las partes, los importes económicos de las distin-
tas actuaciones a realizar y la entidad a la que corresponda la 
financiación de dichos importes.

En todo caso, los diferentes convenios deberán garantizar:
La autonomía y dirección del CNPIC en el desarrollo de 

las competencias y actividades que le son propias, según lo 
establecido por la Ley 8/2011 y el RD 704/2011.

El nivel de protección y privacidad adecuado, tanto para la 
información manejada como para los resultados que se gene-
ren de las actividades de investigación, desarrollo tecnológico 
y transferencia de conocimiento orientadas a la innovación en 
el ámbito PIC.

Cuarta. Comisión de Seguimiento.
Con la finalidad de garantizar el correcto desarrollo del 

presente Protocolo se creará una Comisión de Seguimiento 
de composición paritaria, integrada por dos personas desig-
nadas por la Consejería de Economía, Innovación y Ciencia, 
una de las cuales ejercerá su presidencia, y por otras dos per-
sonas designadas por la Secretaría de Estado de Seguridad, 
sin perjuicio de que puedan ser invitadas a las sesiones de 
la Comisión aquellas personas que se estime conveniente por 
cualquiera de las partes, que asistirán con voz pero sin voto. 
Esta Comisión tendrá, entre otras, las siguientes funciones:

1. Elaborar la propuestas de actuaciones concretas, ele-
vándolas en su caso a los órganos competentes de cada enti-
dad para su aprobación.

2. Preparar los convenios específicos de desarrollo.
3. Realizar la programación, seguimiento y valoración de 

las actividades realizadas al amparo del presente Protocolo y 
los acuerdos de desarrollo.

4. Realizar una evaluación periódica del desarrollo del 
Protocolo, la elaboración de los programas de trabajo y la re-
solución de las dudas y controversias que pudieran originarse 
en la interpretación, ejecución o aplicación del Protocolo y los 
convenios de desarrollo. 

La Consejería de Economía, Innovación y Ciencia desig-
nará a una persona que actuará como Secretario/a de la Co-
misión de Seguimiento.

La Comisión se reunirá de forma ordinaria dos veces al 
año, y a convocatoria de cualquiera de las partes cuando se 
considere necesario. La Comisión adoptará sus decisiones por 
unanimidad.

En lo no previsto en este Protocolo, el funcionamiento de 
la Comisión se regirá por lo dispuesto en el Capítulo II del Tí-
tulo II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Ju-
rídico y Procedimiento Administrativo Común, y en el artículo 
19 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración 
de la Junta de Andalucía.

Quinta. Naturaleza Jurídica y resolución de conflictos.
El presente Protocolo tiene naturaleza administrativa, 

quedando excluido de la tramitación de la Ley 30/2007, de 30 
de octubre, de Contratos del Sector Público.

El conocimiento y resolución de todas las cuestiones que 
se puedan plantear en orden a su cumplimiento, interpreta-
ción, resolución y efectos, a falta de acuerdo entre las partes, 

corresponderá su conocimiento y resolución a la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa.

Sexta. Plazo de vigencia y resolución anticipada.
El presente Protocolo tendrá vigencia de cuatro años 

desde su firma. Salvo manifestación en contrario de alguna 
de las partes, notificada con una antelación mínima de tres 
meses, se prorrogará de modo automático por períodos de 
dos años.

Además de por cumplimiento del plazo de vigencia, podrá 
extinguirse por las siguientes causas:

a) Imposibilidad sobrevenida para su cumplimiento.
b) Acuerdo de las partes firmantes.
c) Denuncia motivada de una de las partes basada en 

incumplimiento por la otra parte de las obligaciones asumidas 
en su virtud. 

d) Cumplimiento de su objeto.
En cualquier supuesto de resolución anticipada, las partes 

se comprometen a finalizar las actividades en curso derivadas 
de los convenios específicos de desarrollo, de acuerdo con lo 
pactado en estos.

Y en prueba de conformidad, las partes firman el presente 
Protocolo por duplicado y a un solo efecto en el lugar y fecha 
del encabezamiento. Por la Secretaría de Estado de Seguri-
dad. Justo Tomás Zambrana Pineda. Secretario de Estado. Por 
la Consejería de Economía, Innovación y Ciencia de la Junta 
de Andalucía. Antonio Ávila Cano. Consejero. 

ADNEIVIV Y SACILBÚP SARBO ED AÍREJESNOC 

ORDEN de 25 de noviembre de 2011, por la que 
se aprueba el Plan de Usos de los Espacios Portuarios 
de Ayamonte (Huelva).

Ver esta disposición en fascículo 3 de 3 de este mismo número. 

OELPME ED AÍREJESNOC 

ORDEN de 21 de diciembre de 2011, por la que 
se garantiza el funcionamiento del servicio público que 
presta la empresa Servicios Urbanos Amarillos S.L.U, 
concesionario del servicio de transporte urbano de via-
jeros en Jerez de la Frontera (Cádiz), mediante el esta-
blecimiento de servicios mínimos.

Por el Comité de Empresa y la Sección Sindical de CC.OO, 
en nombre y representación de los trabajadores de la empresa 
Servicios Urbanos Amarillos, S.L.U., dedicada al transporte ur-
bano de viajeros en Jerez de la Frontera, ha sido convocada 
huelga que se llevará a efectos los días 23, 27, 28, 29 y 30 de 
diciembre de 2011 y los días 3, 4, 5, 9, 10, 11, 12, 13, 16 y 
17 de enero de 2012, con paros de duración de 24 horas por 
cada día mencionado, y que afecta a todo el personal de la 
mencionada empresa.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a los 
trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus intere-
ses, también contempla la regulación legal del establecimiento 
de garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los 
servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10 del Real 
Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de Trabajo, 
faculta a la Administración para, en los supuestos de huelgas 
de empresas encargadas de servicios públicos o de reconocida 
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e inaplazable necesidad, acordar las medidas necesarias a fin 
de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y 
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esencia-
les de la comunidad, la cual ha sido resumida por la Sentencia 
de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo y ratificada en la 
de 29 de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración 
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de 
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una 
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos, 
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan 
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por la 
huelga solamente en términos razonables».

La empresa presta un servicio esencial para la comuni-
dad, el servicio público de transporte urbano y a algunas peda-
nías cercanas, por lo que podría verse afectado el ejercicio del 
derecho a la libre circulación de los ciudadanos proclamado en 
el artículo 19 de la Constitución, y el ejercicio de la huelga con-
vocada podría obstaculizar el referido derecho fundamental. 
Por ello la Administración se ve compelida a garantizar dicho 
servicio esencial mediante la fijación de servicios mínimos.

Convocadas las partes afectadas, Ayuntamiento, em-
presa, comité de empresa y sección sindical, por el presente 
conflicto a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, con-
sensuar los servicios mínimos necesarios, discrepan en sus 
propuestas de regulación de servicios, por lo que valorando la 
coincidencia de las fechas convocadas con las fiestas navide-
ñas y cumpliendo con el Auto de 7.9.2011 de la Sección Pri-
mera de la Sala de lo Contencioso-administrativo de Sevilla del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, el cual fija cautelar-
mente servicios mínimos para la huelga regulada, en su mo-
mento, por la Orden de 27.7.2011 de la Consejería de Empleo 
(BOJA núm. 153, de 5 de agosto, corrección de errores en 
BOJA núm. 161, de 18 de agosto) en supuesto idéntico al ac-
tual, se tiene en cuenta las necesidades de las líneas 8, 9 y 10 
que dan servicios al Hospital, por todo lo cual de conformidad 
con lo que disponen los preceptos legales aplicables, artícu-
los 28.2 de la Constitución; artículo 10.2 del Real Decreto-Ley 
17/1977, de 4 de marzo; artículo 63.1.5.º del Estatuto de Au-
tonomía para Andalucía, Real Decreto 4043/1982, de 29 de 
diciembre; Decreto del Presidente 14/2010, de 22 de marzo, 
sobre reestructuración de Consejerías; Decreto 136/2010, de 
13 de abril, por el que se aprueba la estructura orgánica de la 
Consejería de Empleo y del Servicio Andaluz de Empleo y la 
doctrina del Tribunal Constitucional relacionada.

D I S P O N G O

Artículo 1. Establecer los servicios mínimos, que figuran 
en el Anexo de esta Orden, para regular la situación de huelga 
que afecta a los trabajadores de la empresa Servicios Urbanos 
Amarillos, S.L.U., que realiza el servicio de transporte urbano 
de viajeros en Jerez de la Frontera (Cádiz), la cual se llevará a 
efectos los días 23, 27, 28, 29 y 30 de diciembre de 2011 y 
los días 3, 4, 5, 9, 10, 11, 12, 13, 16 y 17 de enero de 2012, 
con paros de duración de 24 horas por cada día mencionado.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte 
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios 
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales 
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977, 
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limita-
ción alguna de los derechos que la normativa reguladora de 
la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tampoco 

respecto de la tramitación y efectos de las peticiones que la 
motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de An-
dalucía.

Sevilla, 21 de diciembre de 2011

MANUEL RECIO MENÉNDEZ
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo.
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo de Cádiz.

A N E X O

SERVICIOS MÍNIMOS

A. Líneas 8, 9 y 10 (Hospital):
- 2 vehículos por cada una de esas tres líneas, con el horario 
de comienzo y finalización de las jornadas habituales y la dota-
ción correspondiente.

B. Resto de líneas:
- 1 vehículo por cada una de las líneas existentes, con el hora-
rio de comienzo y finalización de las jornadas habituales y la 
dotación correspondiente.

C. Personal:
- Conductores: los necesarios para cubrir los servicios mínimos.
- Jefe de tráfico y/o inspector: 2.
- Taller: 1.
- Trabajadores de limpieza de autobuses: 1, para el turno de 
noche.
- Oficina Central: 1 trabajador/a.

Cada uno de los trabajadores deberá realizar las funciones 
propias de su categoría profesional establecidas en el Conve-
nio Colectivo. 
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se garantiza el funcionamiento del servicio público que 
presta la empresa Linesur, concesionaria del servicio 
de transporte urbano en la zona rural de Jerez de la 
Frontera (Cádiz), mediante el establecimiento de servi-
cios mínimos.

Por el Secretario General de CC.OO. de Jerez de la Fron-
tera, en nombre y representación de los trabajadores de Li-
nesur, concesionaria del servicio de transporte urbano en la 
zona rural de Jerez de la Frontera (Cádiz), ha sido convocada 
huelga, con carácter indefinido, a partir del día 23 de diciem-
bre de 2011, afectando a todos los trabajadores que prestan 
los servicios de las pedanías o entidades locales menores de 
esa zona.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a los 
trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus in-
tereses, también contempla la regulación legal del estableci-
miento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento 
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10 
del Real Decreto-ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones 
de Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos 
de huelgas de empresa encargadas de servicios públicos o de 
reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas ne-
cesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y 
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esencia-


